
 
 

Procuración del Tesoro de la Nación 

 

 

 

SOLICITA A LOS MIEMBROS DEL TRIBUNAL SE EXCUSEN DE INTERVENIR 

EN LA CAUSA. EN SUBSIDIO SE PLANTEA RECUSACIÓN 

 

EXCMA. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: 

 

 Carlos Alberto Zannini, Procurador del Tesoro de la 

Nación, designado a través del Decreto N° 27 del 10/12/2019 

(B.O. 11/12/2019), con el patrocinio de Horacio Pedro Diez, 

Subprocurador del Tesoro de la Nación (CPACF – T. 7, F. 827), 

designado a través del Decreto N° 77 del 27/12/2019 (B.O. 

28/12/2019), con domicilio electrónico en CUIT 20-12791902-

0, en representación del Estado Nacional, en los autos 

caratulados “GOBIERNO DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES c/ESTADO 

NACIONAL s/ACCIÓN DECLARATIVA DE INCONSTITUCIONALIDAD – COBRO 

DE PESOS” (EXPTE CSJ 1865/2020 - ORIGINARIO) a V.E. 

respetuosamente digo: 

 

- I - 

OBJETO 

 

 Que a través de esta presentación, y en cumplimiento de 

instrucciones impartidas por el Poder Ejecutivo Nacional en 

su carácter de “jefe supremo de la Nación, jefe del gobierno 

y responsable político de la administración general del país” 

(conf. art. 99, inc. 1, de la Constitución Nacional), vengo 

a peticionar a los señores magistrados que integran este 

Excmo. Tribunal que se excusen de intervenir, de aquí en más, 

en el trámite de estas actuaciones. 
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 En subsidio, y para el caso de que la petición antes 

efectuada no sea favorablemente acogida por los señores 

ministros, solicito se otorgue al presente el carácter de 

planteo recusatorio. 

 

- II - 

ANTECEDENTES 

 

Con fecha 21 de diciembre de 2022 V.E. dictó en autos 

una sentencia de carácter cautelar, en estos términos: 

… se resuelve: I. Ordenar que durante la tramitación del 

proceso el Estado Nacional entregue a la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires el 2,95% de la masa de fondos definida en el 

artículo 2° de la ley 23.548. II. Disponer que las 

transferencias correspondientes a lo dispuesto en el punto 

resolutivo anterior se realizarán en forma diaria y 

automática por el Banco de la Nación Argentina. III. Ordenar 

al Estado Nacional que, durante la tramitación del proceso, 

se abstenga de aplicar la ley 27.606 …”. 

El decisorio fue adoptado en el marco de la demanda 

promovida por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (CABA) contra 

Estado Nacional con el objeto de que se declare la 

inconstitucionalidad de la Ley N° 27.606, por la que fue 

aprobado el “Convenio de Transferencia Progresiva a la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires de Facultades y Funciones de 

Seguridad en Todas las Materias No Federales Ejercidas en la 

Ciudad Autónoma de Buenos Aires”, celebrado entre esas Partes 

el 5 de enero de 2016; la norma estableció, seguidamente, las 

pautas para la fijación de los montos a girar a la CABA, a 
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los efectos de financiar los servicios de seguridad 

transferidos. 

La causa guarda conexidad con la que tramita ante V.E. 

por el Expediente CSJ 1141/2020 “Gobierno de la Ciudad de 

Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ ordinario – decreto 

735/PEN/2020”, en el que se cuestiona la validez del Decreto 

N° 735/2020, antecedente de la ley citada. 

Corresponde recordar aquí que el debate planteado en 

dichas causas no se circunscribe a la constitucionalidad de 

la ley y el decreto antes mencionados, ambos cuestionados por 

la CABA. 

También está en discusión la validez de los Decretos 

Nros. 194/16, 399/16 y 257/18, a través de los cuales fue 

fijado -antijurídicamente- el porcentaje de coparticipación 

de la CABA en el marco de lo dispuesto por el artículo 8° de 

la Ley N° 23.548 (Ley de Coparticipación Federal de Recursos 

Fiscales); precisamente, la legitimidad de dichos actos fue 

oportunamente cuestionada por el Estado Nacional -por vía 

reconvencional-. 

Al adoptar la medida cautelar que nos ocupa, V.E. 

adelantó su criterio con relación a varios aspectos de la 

controversia, que son cruciales para la definición del fondo 

de la cuestión debatida en autos. 

Tal circunstancia, como se verá seguidamente, justifica 

que los señores magistrados de este Excmo. Tribunal que 

suscriben la sentencia del 21 de diciembre del año en curso 

se aparten de la causa. 
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Ello, a los efectos de la resolución del recurso de 

revocatoria in extremis que ha de interponer la 

representación estatal contra ese decisorio; y obviamente, a 

los fines de la ulterior tramitación y resolución definitiva 

de ambas causas.  

 

- III – 

FUNDAMENTOS 

 

1.- La sentencia pretendidamente cautelar dictada el 

21/12/22 anticipa definiciones sobre el fondo del debate 

planteado en autos. 

Escapa al objeto de esta presentación el desarrollo de 

los argumentos de orden jurídico en virtud de los cuales el 

Estado Nacional considera que la sentencia cautelar dictada 

en autos debe ser revocada. Ellos serán aportados en el 

recurso de revocatoria in extremis que será articulado a 

continuación de esta presentación. 

Pero a fin de fundamentar el pedido de apartamiento de 

los señores magistrados del Tribunal resulta necesario 

explicitar aquí una cuestión que exhibe una especial 

relevancia, en el marco de la disputa que tramita en autos. 

La CABA postula que debe respetarse, a su respecto, el 

porcentaje de coparticipación establecido en el Decreto N° 

257/18, por medio del cual se le asignó en concepto de 

coparticipación el 3,50% sobre el monto total recaudado por 

los gravámenes establecidos en el artículo 2° de la Ley N° 

23.548. 
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El Estado Nacional, por su parte, sostiene con sólidos 

fundamentos explicitados en las contestaciones de demanda 

presentadas en ambas causas, que incluyen una reconvención 

destinada a obtener la declaración de nulidad de los Decretos 

Nros. 194/16, 399/16 y 257/18, que la compensación a la CABA 

por la transferencia de servicios de seguridad en materias 

no federales -aprobada por la Ley N° 27.606- no debe 

concretarse por medio de la asignación de un porcentaje sobre 

los recursos fiscales coparticipables; sino a través de una 

suma, en su caso ajustable, que refleje el costo real de los 

servicios traspasados a la jurisdicción local. 

Esto último, a la luz de una adecuada interpretación de 

lo previsto en el artículo 75, inciso 2, quinto párrafo, de 

la Constitución Nacional, y conforme lo estipulado en el 

punto I, apartado 6, del “Consenso Fiscal” suscripto el 4 de 

diciembre de 2020 por los representantes del Estado Nacional 

y las Provincias, aprobado en el orden nacional por la Ley 

N° 27.6341.  

Y así lo estableció la Ley N° 27.606, que fijó un monto 

al respecto, con el agregado de una fórmula destinada a 

reflejar la evolución de los costos de esos servicios; e 

incluso contempló, para el caso que las Partes no arribaran 

a un acuerdo con relación a la valuación final de aquéllos, 

la intervención de la Comisión Federal de Impuestos (CFI) a 

efectos de emitir una opinión técnica -especializada e 

                                                           
1:  La citada cláusula prevé: “Reafirmar que la reasignación de recursos en el marco de 

la transferencia de competencias, servicios o funciones previstas en el párrafo quinto del 

inciso 2° del artículo 75 de la Constitución Nacional, no se implementa mediante el 

esquema de distribución de fondos previsto en la Ley N° 23.548 y sus normas 

modificatorias, complementarias y reglamentarias.”  
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independiente- para la determinación del monto que debería 

reconocerse a la CABA por la transferencia de los servicios. 

Cabe acotar aquí que la referida Comisión Federal 

intervino en función de lo previsto en la ley y estimó los 

guarismos (no un porcentaje de coparticipación) que, a su 

criterio, reflejan los costos de los servicios transferidos. 

Ahora bien; en su decisorio, V.E. no se limitó a adoptar 

una medida que, como es de la esencia de las cautelares, 

preserve los eventuales derechos de la CABA y asegure la 

efectividad de la sentencia que eventualmente se dicte en el 

futuro si ella resultara favorable a la jurisdicción local. 

Sino que emitió un fallo claramente anticipatorio de 

jurisdicción, que define prematuramente cuestiones centrales 

que deberían haber quedado reservadas a la decisión de fondo.  

Tal lo que acontece con la fijación de un porcentaje de 

la masa de fondos coparticipables prevista en el artículo 2° 

de la Ley N° 23.548, como porcentual que “cautelarmente” 

deberá ser transferido a la CABA (el 2,95%). 

Más allá de que ese porcentual no aparece justificado 

en modo alguno en los fundamentos del fallo (allí radica una 

de las razones de la arbitrariedad en la que incurre), lo 

cierto es que la adopción de ese método de compensación a la 

CABA -calculado como porcentual de la coparticipación-, 

cualquiera hubiera sido el porcentaje adoptado, importa ya 

de por sí una definición sobre uno de los aspectos centrales 

debatidos. 

Definición que, obviamente, es favorable a la CABA y 

contraria a la posición que -fundadamente- sostiene el Estado 
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Nacional, pues lo que debe reconocerse a la CABA es un monto 

que compense el costo real de los servicios transferidos. 

Lo propio acontece con otros pasajes del fallo, en los 

que, por ejemplo, se afirma que la definición de la 

controversia entre la Nación y la CABA no incide sobre las 

Provincias (v. considerandos 6° in fine y 10); cuando es  

claro que la detracción de recursos a la Nación -de su parte 

de la coparticipación-, para su reasignación a la Ciudad más 

allá del nivel real de los gastos correspondientes a los 

servicios de seguridad transferidos, afectará el nivel de 

inversiones que la Nación realiza en obras, bienes y servicios 

destinados a todo el país (y que impactan en las realidades 

económicas, sociales, etc., de las distintas Provincias). 

Lo mismo ocurre con las afirmaciones que contiene el 

fallo, en el sentido que el Estado Nacional ha reducido 

unilateralmente ex post facto los recursos previamente 

comprometidos a la CABA (v. considerando 8°), prescindiendo 

de que en rigor el acuerdo final para el traspaso de los 

servicios recién fue otorgado por la Nación a través de la 

Ley N° 27.606 al conferir al Convenio una aprobación hasta 

ese momento no brindada por el órgano constitucional 

competente (el Congreso de la Nación, conforme el ya citado 

artículo 75, inciso 2, quinto párrafo, e inciso 8, de la 

Constitución Nacional). 

 

2.- El anticipo de definiciones jurisdiccionales sobre 

el fondo de la cuestión evidencia que con esta integración 

la Corte no tendrá ya objetividad para el tratamiento ulterior 

del caso. 
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Resulta palmario, pues, que la resolución de contenido 

supuestamente cautelar dictada por V.E. contiene definiciones 

sobre aspectos de fondo que hacen al núcleo del conflicto que 

se ventila en autos.  

De allí que el fallo excede el marco de una apreciación 

preliminar propia de las providencias de contenido cautelar, 

cuyo alcance no puede ser otro que el de evitar que se frustre 

luego el cumplimiento de una hipotética sentencia futura 

favorable al solicitante de la cautela. En el caso, nada 

justifica la presunción de que ello acontecería ante un 

eventual fallo favorable a la actora. 

Existe, en realidad, un anticipo de jurisdicción cuyos 

alcances revelan que los integrantes de este máximo Tribunal 

ya han fijado criterio sobre cuestiones sustantivas que son 

objeto de la disputa de fondo. 

En este escenario, el Estado Nacional no puede aguardar, 

respecto del recurso de revocatoria in extremis que 

interpondrá luego de este escrito, ni a la hora de una 

definición sobre el fondo de este proceso, una decisión dotada 

de la objetividad que debe guiar al juzgador al tiempo de la 

emisión de su pronunciamiento definitivo. 

De allí que la solicitud que formula el Estado Nacional, 

a fin de que los señores ministros del Tribunal declinen 

seguir interviniendo en el caso, se corresponde con los más 

altos estándares esperables, en todo sistema republicano, 

respecto de la objetividad e imparcialidad esperable de los 

magistrados como intérpretes de la ley. 

Cabe acudir, en tal sentido, al aforismo según el cual 

“la Justicia no sólo debe realizarse, sino que también debe 
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parecer que se realiza”. Es decir que no resulta sólo 

relevante lo que la Justicia disponga, sino también lo que 

se perciba a ese respecto, tanto por las partes de un litigio 

como por la sociedad; no debe existir la menor sospecha de 

que en la aplicación de la ley por la Justicia, ha mediado 

una situación de falta de objetividad o de imparcialidad2. 

En ese orden de ideas, en relación con el principio de 

imparcialidad, que a estos efectos puede trasladarse al de 

objetividad, se ha dicho que aquél “… no se refiere únicamente 

a la ausencia real de predisposición y prejuicio, sino también 

a la percepción de esa ausencia”3. 

Esa Corte Suprema de Justicia ha señalado que el juzgador 

debe actuar con total  “… ausencia de prejuicios o intereses 

… frente al caso que debe decidir, tanto en relación a las 

partes como a la materia” (Fallos: 328:1491).  

Y agregó V.E.: “… Si bien podría argumentarse que esta 

ausencia de prejuicios -por lo menos con respecto a la 

materia- nunca sería absoluta, por las convicciones propias 

del juez en tanto hombre, ello no obsta a que se trate de 

garantizar la mayor objetividad posible de éste frente a la 

cuestión que deba resolver. En virtud de ello, puede verse 

la imparcialidad desde dos puntos distintos, uno objetivo y 

uno subjetivo. El primer enfoque ampara al justiciable cuando 

éste pueda temer la parcialidad del juez por hechos objetivos 

del procedimiento, sin cuestionar la personalidad, la 

honorabilidad, ni la labor particular del magistrado que se 

                                                           
2: King’s Bench Division of the High Court of Justice of England and Wales, “The King 

v. Sussex Justices. Ex parte McCarthy”. 9-11-1923, [1924] 1KB 256.  
3: UNODC, “Comentario relativo a los Principios de Bangalore sobre la conducta judicial”, 

Naciones Unidas, Nueva York, 2013, págs. 52/53. 
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trate; mientras que el segundo involucra directamente 

actitudes o intereses particulares del juzgador con el 

resultado del pleito … Desde este punto de vista objetivo, 

es una garantía del justiciable y sólo a favor de éste se 

puede esgrimir este temor de parcialidad …”. 

Añadió V.E. que si de algún modo se presentan razones 

que permitan a los justiciables albergar dudas razonables 

acerca de la objetividad del juzgador, o bien respecto de su 

imparcialidad “… frente al tema a decidir, debe ser apartado 

de su tratamiento, para preservar la confianza de los 

ciudadanos … en la administración de justicia, que constituye 

un pilar del sistema democrático”… “Que tal como se viene 

señalando, la garantía de objetividad de la jurisdicción es 

un principio procesal del estado de derecho que, en la 

actualidad, se eleva al rango de Ley Fundamental, y porque 

'cuya observancia es juzgada por las convicciones jurídicas 

dominantes de un modo especialmente severo'…” (en todos los 

casos, el énfasis es propio). 

No puede obviarse que estos estándares resultan 

particularmente más rigurosos cuando se trata de asuntos 

sometidos a la decisión de ese Alto Tribunal, por ser el 

guardián último de la Constitución Nacional y de las garantías 

que ella consagra. Es decir que corresponde a V.E. obrar con 

el máximo rigor en la preservación de aquellos principios, 

observando de manera fiel e integradora las previsiones del 

texto constitucional. 

En síntesis, toda situación que aun mínimamente pudiera 

poner en duda la objetividad de un magistrado, obliga a éste 

a apartarse en pos de resguardar no sólo las garantías de los 

interesados en el pleito, sino también a fin de preservar los 
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más altos estándares institucionales en el funcionamiento de 

los órganos de la Constitución. Principio este que, como se 

dijo precedentemente, debe ser aplicado incluso con mayor 

estrictez en el caso de los magistrados que integran el máximo 

Tribunal, habida cuenta del rol que constitucionalmente le 

corresponde cumplir a ese órgano del Gobierno Federal.   

 

3. La normativa procesal prevé el apartamiento de los 

magistrados en situaciones como la que se verifica en esta 

Causa. 

Los señalamientos que anteceden se corresponden con el 

marco dogmático que inspira las causales de recusación 

expresamente previstas en el art. 17 del Código Procesal 

Civil y Comercial de la Nación; y, a la vez, los motivos más 

amplios que contempla el art. 30 de esa norma para la 

excusación de los magistrados, cuando refiere a la existencia 

de causales fundadas en cuestiones de decoro y delicadeza. 

El legislador contempló motivos objetivos pero, a la 

vez, dejó abierta la viabilidad del apartamiento de los 

magistrados ante cualquier situación que pudiera llevar al 

menor resquicio de duda sobre la objetividad del juzgador, 

ya que ello podría dañar irremediablemente la confianza de 

la sociedad en las instituciones que deben resguardar sus 

derechos. 

En tal orden ideas, la doctrina especializada ha 

señalado que “…los casos de excusación deben ser apreciados 
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con mayor amplitud de criterio que los relativos a la 

recusación con causa” 4. 

 

4. Los integrantes del Alto Tribunal deberían excusarse 

de seguir interviniendo en la Causa. 

Volviendo sobre la situación planteada en esta Causa 

judicial, y a fin de darle un punto de referencia concreto a 

la aplicación de los principios precedentemente señalados, 

cabe reiterar que los términos expresos en los que fue dictada 

la medida cautelar permiten afirmar que V.E. ya ha adoptado 

y explicitado su criterio sobre cuestiones que excedían el 

marco de una decisión meramente precautoria; y que debían ser 

definidas en la sentencia de fondo. 

Es decir que el Estado Nacional, como parte de este 

litigio, encuentra que existen circunstancias que permiten, 

razonablemente, percibir que los magistrados que integran 

este Excmo. Tribunal no tendrán ya la “objetividad” esperable 

de quien debe decidir una cuestión de la relevancia que tiene 

la materia involucrada en esta disputa judicial. 

Los términos de la medida cautelar dictada, que como se 

dijo trascienden los de una definición meramente provisional 

para dejar ya establecidos diversos criterios sobre el fondo 

de la materia debatida, avalan la postura antes expresada. 

En ese sentido, V.E. ha dicho que “El prejuzgamiento 

consiste en revelar con anticipación al momento de la 

sentencia, una declaración de ciencia en forma precisa y 

                                                           
4 Gozaíni, Osvaldo A., “Garantías, principios y reglas del proceso civil”, Bs. As., Eudeba, 

2015, pág. 153). 
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fundada sobre el mérito del proceso, o bien que sus 

expresiones permitan deducir la actuación futura de un 

magistrado por haber anticipado su criterio, de manera tal 

que las partes alcanzan el conocimiento de la solución que 

dará al litigio por una vía que no es la prevista por la ley 

en garantía de los derechos comprometidos” (Fallos: 313:1277 

– énfasis propio).  

Por consiguiente, a fin de preservar la 

institucionalidad, el decoro y delicadeza que deben rodear 

la figura de los magistrados, se peticiona a los señores 

magistrados de este alto Tribunal que, de acuerdo a los 

máximos estándares internacionales en cuanto a la 

interpretación de la objetividad judicial, se excusen de 

seguir interviniendo en la Causa. 

Ello, de modo de resguardar las instituciones básicas 

de la República y evitar las repercusiones que una decisión 

contraria a lo peticionado generaría en la sociedad en cuanto 

a la plena vigencia de la garantía de objetividad, y a la vez 

de imparcialidad de la Justicia. 

Sólo de ese modo se asegurará que la decisión sobre el 

recurso de revocatoria in extremis que ha de interponer 

seguidamente el Estado, y la sentencia sobre el fondo de la 

causa, sean adoptadas por magistrados que no tengan, sobre 

el caso, una mirada ya teñida por el condicionante que 

representan los criterios previos que ya ha adoptado este 

Tribunal en la sentencia “cautelar” del 21 de diciembre de 

2022. 

 



14 
 

5. La situación particular del magistrado doctor 

Rosenkrantz.  

A lo expuesto antes expuesto, se suma una razón adicional 

en relación con el ministro de la Corte doctor Carlos Fernando 

Rosenkrantz, quien por una razón de delicadeza y decoro 

suplementaria debería excusarse de seguir actuando en el 

caso. 

Dicho magistrado intervino como profesional del derecho 

(letrado patrocinante), al servicio de la parte actora en ese 

caso, en la Causa N° S. 539. XLV (2009). ORIGINARIO, 

caratulada “Santa Fe, Provincia de c/Estado Nacional s/acción 

declarativa de inconstitucionalidad”.  

Ello queda acreditado con la simple compulsa del pie de 

página en el auto de fecha 1° de diciembre de 2009, dictado 

por ese alto Tribunal en el marco de dicho proceso. 

Tal circunstancia derivó en que ulteriormente, por auto 

del 31 de octubre de 2017, ese Excmo. Tribunal aceptara la 

excusación presentada por el magistrado doctor Rosenkrantz. 

Si bien las jurisdicciones locales actoras involucradas 

en uno y otro pleito (el que aquí nos ocupa, y el 

individualizado precedentemente) son distintas, en ambos 

casos existe un trasfondo vinculado con el régimen de 

coparticipación federal de recursos fiscales. 

Precisamente por ello, en función del decoro y la 

delicadeza que debe guiar la actuación de los integrantes del 

máximo Tribunal, un comportamiento similar al adoptado por 

el doctor Rosenkrantz en el precedente “Santa Fe, Provincia 

de c/Estado Nacional s/acción declarativa de 
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inconstitucionalidad” debería motivar que opte en este caso 

por un temperamento similar. 

Ello, en salvaguarda de la máxima transparencia en el 

obrar jurisdiccional, de modo de despejar cualquier posible 

duda sobre su objetividad en el abordaje de una temática en 

relación con la cual ya tomó posición como patrocinante de 

una Provincia que litigó contra la Nación por cuestiones 

vinculadas con el régimen de coparticipación. 

De ese modo se preservará el estándar según el cual la 

judicatura no debe tener prejuicio alguno en relación con el 

caso litigioso, y a la vez debe brindar a los justiciables y 

a la comunidad en general la percepción de la ausencia de tal 

prejuicio. 

Es decir, no generar dudas de ningún tipo, acerca de la 

objetividad del magistrado, ante la mirada de un observador 

razonable5. 

 

6. En subsidio se plantea la recusación con causa de los 

miembros del Tribunal. 

Para el hipotético caso de que no fuera aceptada la 

solicitud de que los magistrados de esta Excma. Corte se 

aparten del conocimiento de esta Causa, se deja planteada en 

términos formales su recusación con causa.  

Es que en esa hipótesis, la intervención ulterior de los 

magistrados que suscribieron el fallo pretendidamente 

                                                           
5 “Comentario relativo a los Principios de Bangalore sobre la conducta judicial”; ver cita 

en pie de página, nota n° 3.  
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“cautelar” del 21 de diciembre del año en curso, afectaría 

sin dudas el debido proceso, en particular la garantía del 

juez objetivo y a la vez imparcial. 

Ello por cuanto se encuentra cuestionada sobre bases 

razonables y creíbles la objetividad con la que deberían 

actuar en el devenir de este proceso, cuestión esta de una 

obvia y enorme relevancia institucional.  

En el sub lite se encuentra en discusión el mecanismo 

de compensación que impone el art. 75, inc. 2, párrafo quinto, 

de la Constitución Nacional, para cubrir el costo de los 

servicios de seguridad transferidos desde la Nación a la 

Ciudad.  

Por lo tanto, la decisión sobre una cuestión de tal 

gravedad institucional no puede ser adoptada sino por 

magistrados respecto de quienes las Partes del proceso y la 

sociedad toda tengan absoluta certeza acerca de la 

objetividad con la que se pronunciarán en el futuro. 

La referencia a la sociedad incluye en particular a las 

Provincias, sobre quienes impacta indudablemente el reciente 

fallo de contenido pretendidamente “cautelar” -en rigor, 

anticipatorio del fondo-. Y sobre quienes obviamente incidirá 

la futura sentencia sobre el fondo. 

La invocación de estas circunstancias especiales 

justifica su debida valoración, para evitar que la garantía 

del debido proceso -para la cual tanto la objetividad como 

la imparcialidad del juzgador son condiciones necesarias- 

pueda verse lesionada por factores que condicionan el 

correcto ejercicio del derecho de defensa y del buen servicio 

de administración de justicia. 
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En tal sentido, el instituto de la recusación procura 

preservar tanto la imparcialidad como la objetividad en el 

ejercicio de la función jurisdiccional6. 

Y se vincula con la mejor administración de justicia, 

cuyo ejercicio imparcial es uno de los elementos de la defensa 

en juicio (Fallos: 198:78 y 257:132, entre otros). 

Asimismo, conforme a la doctrina de esa Excma. Corte, 

el instituto de la recusación tiene como basamento garantizar 

el adecuado ejercicio de la función judicial y asegurar a los 

habitantes del país una justicia objetiva, imparcial e 

independiente y ello se traduce en la necesaria separación 

de la causa de aquel magistrado que no se encuentre en 

condiciones objetivas de satisfacer tal garantía (voto del 

Dr. Enrique Santiago Petracchi en Fallos: 328:1491; también  

Fallos: 326:2603; 310:804, entre otros).  

Finalmente, cabe destacar que este planteo recusatorio 

se efectúa de manera temporánea a la luz del artículo 18 del 

CPCCN, es decir, dentro del quinto día de producida la 

circunstancia que lo motiva -el fallo dictado el 21 de 

diciembre de 2022-. 

Por lo expuesto, y para el caso que los señores 

magistrados que integran el Tribunal no se excusen por razones 

de decoro y delicadeza en el marco del artículo 30 del CPCCN, 

se deja planteada a su respecto la recusación fundada en las 

causales arriba explicitadas. 

                                                           
6: FENOCHIETTO, Carlos Eduardo, Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, t. 

1, pág. 95, Ed. Astrea, Bs. As, 1999. 
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Al respecto, corresponderá entonces poner en marcha el 

procedimiento previsto al efecto por la normativa aplicable 

(artículos 19 del CPCCN, 22 del Decreto-Ley N° 1285/58 

ratificado por la Ley N° 14.467, y normas complementarias). 

 

-IV- 

PETITORIO 

 

En razón de lo expuesto, a V.E. se solicita: 

1. Se acepte este pedido de que los integrantes de este Excmo. 

Tribunal se excusen de seguir interviniendo en los presentes 

actuados. 

2. En subsidio, que conforme al procedimiento legamente 

previsto al efecto, se haga lugar a la recusación con 

expresión de causa de los señores magistrados del Tribunal, 

por las razones desarrolladas en esta presentación. 

Proveer de conformidad, 

Será Justicia 
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